
Número Identificador 
 
RES2018 _________________ 

 

ESTADO LIBRE ASOCIADO DE PUERTO RICO 
TRIBUNAL DE APELACIONES 

REGIÓN JUDICIAL DE BAYAMÓN Y CAROLINA 
PANEL VI 

 
BANCO POPULAR DE 

PUERTO RICO 
 

Recurrido 
 

v. 
 

MADELYN ENID 
MENDOZA GONZÁLEZ 
también conocida como 

MADELYNE ENID 
MENDOZA GONZÁLEZ 

 
Peticionaria 

 
 
 
 
 

KLCE201800495 

Certiorari, 
procedente del Tribunal 
de Primera Instancia,  
Sala de Humacao 
 
 
Caso Civil Núm.: 
HSCI201600590 
 
 
Sobre: 
Cobro de Dinero y 
Ejecución de Hipoteca 
por la Vía Ordinaria 

 
Panel integrado por su presidenta la Jueza Cortés González, el Juez 
González Vargas y el Juez Rivera Colón.  
 
González Vargas, Juez ponente 

 
SENTENCIA 

 
 En San Juan, Puerto Rico, a 28 de septiembre de 2018. 

Nos corresponde en esta ocasión expresarnos sobre si, conforme lo 

dispuesto en la Regla 51.7 de Procedimiento Civil de 2009, infra, y las 

exigencias del debido proceso de ley, el requerido intervalo de siete días a 

observarse entre las publicaciones de un edicto de venta judicial es 

satisfecho mediante la publicación del segundo de estos edictos el séptimo 

día, y no al día siguiente, tras concluir dicho intervalo.  

Con el beneficio de la comparecencia de ambas partes, y a la luz del 

derecho aplicable, procedemos a disponer del presente recurso mediante 

los fundamentos que expondremos a continuación. 

I 

El 20 de julio de 2016, el Banco Popular de Puerto Rico presentó 

una demanda en cobro de dinero y ejecución de hipoteca por la vía 

ordinaria contra la señora Madelyn E. Mendoza González para hacer valer 

un crédito hipotecario vencido que ostentaba sobre la propiedad inmueble 

de ésta. Tras algunos trámites judiciales, el Tribunal de Primera Instancia 

(TPI) dictó sentencia en rebeldía a favor del Banco Popular por motivo de 

la incomparecencia de la Sra. Mendoza. Así las cosas, el 29 de septiembre 
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de 2016, el TPI emitió una resolución mediante la cual ordenó la ejecución 

de la sentencia y se dio inicio a los procedimientos de subasta de la 

propiedad.  

Tras la celebración de la correspondiente venta judicial, la Sra. 

Mendoza presentó una moción de relevo de sentencia ante el TPI. En su 

escrito, la Sra. Mendoza solicitó que se declarara nula la venta judicial 

celebrada toda vez que, a su entender, el Banco Popular incumplió con el 

requisito de notificación de la referida venta, según dispuesto en la Regla 

51.7 de las Reglas de Procedimiento Civil de 2009. Arguyó, en síntesis, que 

la referida regla claramente dispone que ésta habrá de publicarse por 

edicto mediante dos avisos escritos en un diario de circulación general, por 

un espacio de dos semanas, con un intervalo de siete días entre ambas 

publicaciones. De manera que, toda vez que las notificaciones fueron 

realizadas el 15 y 22 de febrero de 2017, solo hubo un intervalo de seis 

días entre ambas publicaciones. En apoyo de su contención, la Sra. 

Mendoza sostuvo que debía tomarse en cuenta que la palabra intervalo se 

refiere a: (1) un espacio o distancia que hay de un tiempo a otro o de un 

lugar a otro, y (2) un conjunto de valores que toma una magnitud entre dos 

límites dados. En tal sentido, a diferencia de los designios de tiempo 

encontrados en el resto de las Reglas de Procedimiento Civil, que se limitan 

a establecer un término a partir del cual se tiene que ejercitar determinada 

acción sin hacer referencia a un evento ulterior, la especificidad de la 

palabra intervalo exigía que transcurriesen siete días entre cada una de las 

publicaciones mediante edicto de los avisos de subasta. En este caso solo 

transcurrieron seis días entre las referidas publicaciones. En consecuencia, 

la Sra. Mendoza solicitó el relevo de la sentencia debido a la presunta 

deficiencia en la notificación de venta judicial. 

Luego de presentada la referida moción, el TPI emitió una resolución 

el 11 de mayo de 2017 mediante la cual dictó la paralización de los 

procedimientos ante sí en vista de que la peticionaria había presentado una 

petición al amparo del Código de Quiebras Federal el 1 de mayo de 2017. 
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En respuesta a ello, la Sra. Mendoza presentó una moción de 

reconsideración en la que arguyó: (1) que la paralización automática era 

una protección al deudor, inaplicable a las acciones promovidas por ella, 

por lo cual el TPI podía resolver la controversia planteada, y (2) que, al no 

publicarse el edicto de la subasta dos veces con al menos un intervalo de 

siete días entre cada publicación, la subasta y su resultante adjudicación 

eran nulas. El Tribunal acogió la moción y señaló vista para el 7 de agosto 

de 2017. Posteriormente declaró la moción no ha lugar.  

Inconforme, el 11 de abril de 2018, la Sra. Mendoza acudió ante este 

Tribunal mediante auto de certiorari. En su recurso, la Sra. Mendoza solicita 

la revisión de la resolución dictada el 8 de marzo de 2018.  

II 

La Regla 51.7 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, detalla el 

procedimiento al que han de adherirse las partes al momento de llevar a 

cabo una venta judicial.1 R&G v. Sustache Rivera, 163 DPR 491 (2004). El 

inciso (a) de la referida regla establece las disposiciones relacionadas con 

el aviso —es decir, la notificación y publicidad— de la venta por realizarse, 

y en lo pertinente dispone:  

Antes de verificarse la venta de los bienes objeto de la 
ejecución, ésta deberá darse a la publicidad por espacio de 
dos (2) semanas mediante avisos por escrito visiblemente 
colocados en tres (3) sitios públicos del municipio en que ha 
de celebrarse dicha venta, tales como la alcaldía, el tribunal 
y la colecturía. 

Dicho aviso será publicado, además, mediante edictos 
dos (2) veces en un diario de circulación general en el Estado 
Libre Asociado de Puerto Rico, y por espacio de dos (2) 
semanas consecutivas, con un intervalo de por lo menos 
siete días entre ambas publicaciones. (Énfasis nuestro).  

 
La publicación de los avisos de venta con anterioridad a la 

celebración de la subasta en venta judicial es un requisito fundamental 

íntimamente ligado al debido proceso de ley. Lincoln Savs. Bank v. 

                                                 
1 Ésta regla corresponde a la anterior Regla 51.8 de Procedimiento Civil de 1979, según 
enmendada. Véase, Ley Núm. 172 de 12 de agosto de 2000 La enmienda a esta Regla 
se conceptualizó para requerir la publicación del aviso de venta judicial en un periódico de 
circulación general y para requerir su notificación al deudor demandado mediante correo 
certificado con acuse de recibo. Véase, Tribunal Supremo de Puerto Rico, Secretariado 
de la Conferencia Judicial y Notarial, Informe de Reglas de Procedimiento Civil, marzo 
2008, pág. 589.    
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Figueroa, 124 DPR 388 (1989). De producirse un vicio o defecto 

substancial en este procedimiento como, por ejemplo, realizar la venta 

judicial sin dar fiel cumplimiento al aviso de venta en la forma indicada, ello 

incidirá sobre la validez del edicto, independientemente de que se 

demuestre o no perjuicio a alguna parte. J. Cuevas Segarra, Tratado de 

Derecho Procesal Civil, Estados Unidos, Publicaciones JTS, 2011, Tomo 

IV, pág. 1462. Véase, además, Lincoln Savs. Bank v. Figueroa, supra; 

Atanasia Corp. v. Saldaña,133 DPR 284 (1993). 

III 

Según adelantamos, la controversia ante nuestra consideración se 

circunscribe a determinar cómo se debe interpretar el vocablo intervalo en 

el contexto de la Regla 51.7 de Procedimiento Civil, supra. En particular, 

determinar si el requisito de un intervalo de siete días a observarse entre 

ambas publicaciones de un edicto de venta judicial se satisface mediante 

la publicación del segundo de estos edictos al séptimo día, y no al día 

siguiente, tras concluir el mismo.  

La Regla 68.1 de Procedimiento Civil, supra, contempla cómo se 

computan los términos dispuestos en las Reglas de Procedimiento Civil, las 

órdenes del Tribunal y en cualquier estatuto civil aplicable.2 De acuerdo con 

ésta, cualquier término dispuesto por las reglas comienza a computarse el 

día después de que ocurre el acto o evento que lo activó. Es decir, el día 

del acto o evento que activa el término se excluye del cómputo. Véase, 

Adm. Vivienda Pública v. Vega Martínez, 2018 TSPR 84, 200 DPR ____ 

(2018). En cambio, “[e]l último día del término así computado se incluirá 

                                                 
2 La Regla 68.1 de Procedimiento Civil de 2009, 32 LPRA Ap. V, R. 68.1, dispone que: 

En el cómputo de cualquier término concedido por estas reglas, o por 
orden del tribunal o por cualquier estatuto aplicable, no se contará el día 
en que se realice el acto, evento o incumplimiento después del cual el 
término fijado empieza a transcurrir. El último día del término así 
computado se incluirá siempre que no sea sábado, domingo ni día de 
fiesta legal, extendiéndose entonces el plazo hasta el fin del próximo día 
que no sea sábado, domingo ni día legalmente feriado. También podrá 
suspenderse o extenderse cualquier término por causa justificada cuando 
el Tribunal Supremo de Puerto Rico lo decrete mediante resolución. 
Cuando el plazo concedido sea menor de siete (7) días, los sábados, 
domingos o días de fiesta legal intermedios se excluirán del cómputo. 
Medio día feriado se considerará como feriado en su totalidad. 
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siempre que no sea sábado, domingo ni día de fiesta legal, extendiéndose 

entonces el plazo hasta el fin del próximo día que no sea sábado, domingo 

ni día legalmente feriado”. 32 LPRA Ap. V, R. 68.1. 

Como mencionamos, la referida regla aplica para el cómputo de 

cualquier término concedido por las Reglas de Procedimiento Civil. Según 

definido por la Real Academia Española, la palabra término se define, en 

lo pertinente, como: (1) el último punto o momento hasta donde llega o se 

extiende algo, o (2) el límite o extremo de algo inmaterial.3 Ello debe 

diferenciarse del concepto de intervalo, el cual propiamente definido, se 

refiere a: (1) un espacio o distancia que hay de un tiempo a otro o de un 

lugar a otro, o (2) un conjunto de valores que toma una magnitud entre dos 

límites dados.4  

A diferencia de los designios de tiempo encontrados en el resto de 

las Reglas de Procedimiento Civil, que se limitan a establecer un término 

cuyo transcurso extingue o cancela la facultad o el derecho que durante él 

no se ejercitó, la Regla 51.7 de Procedimiento Civil, supra, establece un 

intervalo de siete días entre la publicación de cada edicto. Esta es la única 

instancia en la que las Reglas de Procedimiento Civil hacen uso del referido 

vocablo.  

Dado que los conceptos término e intervalo no son incongruentes, 

ni mutuamente excluyentes, en la medida en que un término puede ser 

delimitado o constituido por un intervalo, la Regla 68.1 es aplicable. Al 

interpretar conjuntamente lo ordenado por las Reglas 51.7 y 68.1, el 

séptimo y último día a cumplirse entre la publicación de cada edicto debe 

ser computado como parte del intervalo a cumplirse entre cada publicación. 

Esto es, la próxima publicación tiene que realizarse el día siguiente a los 

fines de salvaguardar íntegramente los siete días que configuran el 

intervalo dispuesto en la Regla 51.7 A dicho término también le es 

aplicable, supletoriamente, la norma del Art. 8 del Código Civil, 31 LPRA 

                                                 
3 REAL ACADEMIA ESPAÑOLA, http://dle.rae.es/?id=ZZ0hKcs. Véase, además, la definición 
de plazo, REAL ACADEMIA ESPAÑOLA, http://dle.rae.es/?id=TNyFYtA.  
4 REAL ACADEMIA ESPAÑOLA, http://dle.rae.es/?id=LxNMdqS.  
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sec. 8, preceptivo de que cuando “en las leyes se habla de... días… se 

entenderá que... son de veinticuatro horas...”. En conclusión, deben 

transcurrir íntegramente siete días enteros entre cada publicación. Ello 

solo se satisface cuando la segunda publicación se realiza el octavo dia, 

luego de la primera publicación.  

En autos, el primer aviso de venta judicial fue publicado mediante 

edicto el 15 de febrero de 2017. El intervalo que tenía el recurrido para 

publicar mediante edicto los avisos de venta judicial comenzó a transcurrir 

a partir del lunes 16 de febrero de 2017, toda vez que, para propósitos del 

cómputo del término, se excluye el día en que realizó la primera 

publicación. Además, ello era necesario para asegurar que entre una y otra 

publicación se mantuvieran el intervalo de los 7 días, según ya señalado. 

Siendo ello así, los siete días a cumplirse entre la publicación del primer y 

el segundo edicto culminaron el 22 de mayo de 2017. Por tanto, el segundo 

edicto debía publicarse el 23 de mayo de 2017, tras haberse cumplido el 

intervalo de siete días entre cada publicación. Sin embargo, en autos, 

debido a que las notificaciones fueron realizadas el 15 y 22 de febrero de 

2017, solo hubo un intervalo de seis días entre dichas publicaciones. 

Como adelantamos, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha resuelto 

que la publicación de los avisos de venta con anterioridad a la celebración 

de la subasta en venta judicial es un requisito fundamental del debido 

proceso de ley. Véase, R&G v. Sustache Rivera, supra, págs. 499-500; 

Lincoln Savings Bank v. Figueroa Ramírez, supra; CRUV v. Registrador, 

supra. Asimismo, el Tribunal Supremo ha exigido rigurosamente el estricto 

cumplimiento de los requerimientos procesales de esta regla. Véase, 

Pendragon Ferrer v. Purcell Soler, 196 DPR 1024 (2016), en el que el 

Tribunal determinó que actuó correctamente el Registrador al requerir 

documentos que evidenciaran el cumplimiento con los requisitos 

procesales que establece la Regla 51.7 en virtud de lo previamente 

resuelto por el Alto Foro en CRUV v. Registrador, supra, y R&G v. Sustache 

Rivera, 163 DPR 491 (2004). En este último caso, el Tribunal también 
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abordó con rigor el alcance del requerimiento de notificación del aviso de 

venta judicial, esta vez en cuanto a “la última dirección conocida” del deudor 

demandado cuando éste no haya comparecido. La estricta interpretación y 

explicación de esta Regla surge a partir del 1986, justamente con la 

decisión de CRUV v. Registrador, supra. Previo a la decisión de CRUV, el 

Tribunal Supremo había expresado en Federal Land Bank v. León, 56 DPR 

887, 891 (1940), que cualquier irregularidad en la publicación de los edictos 

no invalidaba el procedimiento ejecutivo hipotecario. No obstante, esa 

decisión quedó expresamente revocada mediante la referida decisión en 

CRUV v. Registrador, supra.  

Cuando los términos de un estatuto son claros y susceptibles de una 

interpretación inequívoca, según el significado común y corriente de sus 

palabras, se debe atener a su letra. Art. 14 del Código Civil de Puerto Rico, 

31 LPRA sec. 14. Por tanto, al computar el término conforme a las 

exigencias de las Reglas 57.1(a) y 68.1 de Procedimiento Civil de 2009, 

resolvemos que el intervalo a observarse entre la publicación de cada 

edicto en el caso de autos no se cumplió al realizarse la segunda 

publicación el mismo día séptimo del intervalo, sin que se esperara que 

éste hubiera transcurrido para realizar dicha segunda publicación.  

A la luz de todo lo anterior la consecuencia de no publicar el aviso 

de venta de la manera indicada en la Regla 51.7(a) conlleva 

irremediablemente la nulidad de la venta judicial. Atanasia Corp. v. 

Saldaña, 134 DPR 284 (1993). Así las cosas, erró el Tribunal al declarar no 

ha lugar el pedido de la parte peticionaria para que se declarara la nulidad 

de la venta judicial en controversia. 

IV 
 Por los fundamentos antes expuestos, expedimos el auto de 

certiorari solicitado y revocamos la determinación recurrida.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal.  

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


